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	RESUMEN

	El artículo analiza los desafíos y oportunidades de las cooperativas de ahorro y crédito de la provincia de El Oro en un entorno marcado por la acelerada digitalización financiera, la competencia de fintech, mayores exigencias prudenciales y el incremento del riesgo climático. Se adopta un enfoque cualitativo, descriptivo–analítico y propositivo, basado en literatura especializada, normativa y reportes técnicos, para examinar cómo la histórica proximidad territorial de las COAC puede transformarse en productividad, experiencia superior del socio y gestión profesional del riesgo. El estudio organiza la discusión en tres capas de transformación interdependientes: tecnológica y de datos (modernización del core bancario, APIs abiertas, automatización del ciclo de crédito y analítica aplicada); organizacional (talento, gestión por procesos, cambio cultural y sistemas de incentivos); y prudencial–estratégica (apetito de riesgo, IFRS 9, pruebas de estrés, estructura de fondeo y ciberseguridad). Asimismo, incorpora el riesgo climático y las finanzas verdes (taxonomía, productos de adaptación y mitigación, fondeo temático, monitoreo, reporte y verificación (MRV)), y aborda la equidad territorial y la educación financiera con enfoque conductual como ejes para reducir brechas de acceso. Como contribución central, se propone una hoja de ruta 2026–2030 y un mapa de acciones por segmentos (SEPS 1–5) con indicadores de productividad, riesgo, inclusión y sostenibilidad, concluyendo que es posible crecer con propósito, eficiencia y resiliencia sin renunciar a la identidad cooperativa.
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	ABSTRACT 

	This article examines the challenges and opportunities faced by savings and credit cooperatives in El Oro province within a context of rapid financial digitalization, growing fintech competition, stricter prudential requirements, and rising climate risk. Using a qualitative, descriptive–analytical and propositive approach based on specialized literature, regulation and technical reports, the study explores how the historical territorial proximity of cooperatives can be transformed into productivity gains, superior member experience and more professional risk management. The analysis is structured around three interdependent transformation layers: technology and data (core banking modernization, open APIs, end-to-end credit automation and applied analytics); organizational capabilities (talent, process management, cultural change and incentive systems); and prudential–strategic governance (risk appetite, IFRS 9 implementation, stress testing, funding structure and cybersecurity). It also integrates climate risk and green finance (internal taxonomy, adaptation and mitigation products, thematic funding, MRV systems), and addresses territorial equity and behavioral financial education as key levers to reduce access gaps. The main contribution is a 2026–2030 roadmap and a segment-based action map (SEPS 1–5) with indicators for productivity, risk, inclusion and sustainability, arguing that cooperatives in El Oro can achieve purpose-driven, efficient and resilient growth without abandoning their cooperative identity.
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	INTRODUCCIÓN

	Las cooperativas de ahorro y crédito (COAC) de la provincia de El Oro atraviesan un momento de quiebre. La rápida digitalización de los servicios financieros, la aparición de nuevos actores tecnológicos, la exigencia de marcos prudenciales más complejos y el aumento de los riesgos climáticos han reducido sus márgenes de acción, pero, al mismo tiempo, han abierto una oportunidad para replantear su mayor fortaleza histórica: la cercanía con el territorio y la confianza construida en las comunidades. En un contexto donde las personas usuarias prefieren experiencias digitales simples y ágiles, donde fintech y big tech presionan en el terreno de pagos y crédito, y donde la macroeconomía está expuesta a shocks externos, el desafío estratégico va mucho más allá de “usar más tecnología”: se trata de convertir la identidad cooperativa en una experiencia superior para la persona socia, en mayor eficiencia operativa y en una gestión del riesgo más técnica y profesional (Serrano et al., 2025).

	En El Oro, la convivencia de actividades agroexportadoras, comercio urbano y servicios hace visibles, de forma muy clara, las tensiones entre inclusión financiera y eficiencia. La reducción de la presencia física de la banca tradicional en las zonas periféricas ha dejado espacios que las COAC pueden ocupar con modelos de atención de bajo costo ,corresponsales comunitarios, unidades móviles, pagos interoperables, siempre que cuenten con la infraestructura tecnológica y de datos necesaria. Al mismo tiempo, la expansión de los canales digitales obliga a pensar con mayor madurez en ciberseguridad, continuidad operativa y prevención del fraude, porque la reputación puede deteriorarse con rapidez frente a incidentes que erosionan la confianza.

	El estudio se apoya en una idea central: la sostenibilidad del modelo cooperativo depende de articular tres niveles de transformación que se refuerzan entre sí. El primero es tecnológico y de datos: modernizar el core bancario, habilitar interfaces de programación de aplicaciones (APIs), automatizar la originación y gestionar la información para tomar decisiones basadas en evidencia, desde la definición de límites de crédito hasta el ruteo de la cobranza. El segundo es organizacional: desarrollar capacidades ,talento, procesos, gestión del cambio, que permitan que la inversión tecnológica se traduzca en mejoras visibles en tiempos de respuesta, calidad de cartera y experiencia del socio. El tercero es prudencial y estratégico: definir con claridad el apetito de riesgo, estimar la pérdida esperada según las Normas Internacionales de Información Financiera 9 (IFRS 9), realizar pruebas de estrés macroeconómicas y climáticas, y alinear precios, estructura de fondeo y liquidez con la realidad productiva local.

	En este contexto, el riesgo climático deja de ser un tema accesorio para convertirse en un factor directo de solvencia. Incorporar cartografía de amenazas, taxonomías internas de adaptación y mitigación, productos con incentivos en la tasa y microseguros sencillos ayuda a reducir la pérdida esperada y a estabilizar los ingresos en las cadenas productivas clave de la provincia. La equidad territorial deja de ser un lema para convertirse en una estrategia que se puede medir: conocer la exposición por cantón, el costo por transacción en cada territorio, la productividad por punto de atención y la evolución de la mora temprana en zonas donde el acceso es más difícil. La educación financiera, integrada en todo el ciclo de relación con el socio ,y no como actividad aislada, completa el esquema: decisiones de crédito mejor informadas, uso responsable de pagos digitales, separación entre la caja del hogar y la del negocio, y ahorro programado para suavizar la estacionalidad de los ingresos.

	La contribución del estudio es doble. Por un lado, ofrece una lectura crítica pero propositiva del momento que viven las COAC en El Oro, articulando la agenda tecnológica, prudencial, climática y territorial desde la perspectiva del valor para el socio y del fortalecimiento de la resiliencia institucional. Por otro lado, presenta una hoja de ruta 2026–2030 y un mapeo de acciones por segmento, con indicadores operativos y de riesgo que facilitan la gestión por resultados y la rendición de cuentas. En conjunto, busca conectar la misión histórica de las cooperativas ,la inclusión y la cohesión social, con las exigencias de un ecosistema financiero que premia la rapidez, la transparencia y la disciplina en la gestión de riesgos. La investigación sostiene, en última instancia, que es posible ,y necesario, evolucionar desde una proximidad entendida solo como cercanía física hacia una proximidad basada en capacidad de respuesta confiable, donde cada interacción, digital o presencial, reafirme la promesa cooperativa: ofrecer servicios financieros que dignifiquen, protejan y potencien el proyecto de vida de las personas socias. La tecnología, los datos y los marcos prudenciales no sustituyen esa promesa; la vuelven verificable.

	METODOLOGÍA

	La investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo y de investigación aplicada, orientado a generar propuestas de acción para las cooperativas de ahorro y crédito (COAC) de la provincia de El Oro en materia de digitalización, gestión prudencial, riesgo climático y equidad territorial. El estudio se apoya principalmente en el análisis de fuentes secundarias y en la síntesis crítica de literatura especializada e informes técnicos, con el fin de construir una hoja de ruta 2026–2030 y un mapeo de acciones por segmento regulatorio.

	En cuanto a su alcance, el trabajo es de tipo descriptivo–analítico y propositivo. Es descriptivo porque caracteriza el entorno en el que operan las COAC (transformación digital del sistema financiero, expansión del ecosistema fintech, contexto macroeconómico, exposición climática y brechas territoriales de inclusión). Es analítico porque identifica y organiza tres brechas internas ,tecnológica, de capacidades organizacionales y de gobernanza, así como los principales riesgos y oportunidades que se derivan de ellas. Finalmente, es propositivo porque formula líneas de acción concretas, una hoja de ruta 2026–2030 y un conjunto de indicadores para la gestión por resultados y la rendición de cuentas.

	El diseño de la investigación es no experimental y transeccional. No se manipulan variables ni se introducen tratamientos; en su lugar, se observa y analiza la situación actual de las COAC de la provincia de El Oro en un período reciente, marcado por la postpandemia, la aceleración de la digitalización financiera y la intensificación del riesgo climático. El recorte temporal de análisis se concentra, principalmente, en el periodo 2019–2025, que coincide con los años de la pandemia, la consolidación del ecosistema fintech en América Latina y la publicación de reportes macroeconómicos y regulatorios relevantes para el sistema cooperativo ecuatoriano.

	Las unidades de análisis son, por un lado, las cooperativas de ahorro y crédito que operan en la provincia de El Oro, clasificadas en los segmentos 1 a 5 de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (SEPS), y por otro lado el entorno institucional y competitivo que las rodea: normativa prudencial, tendencias tecnológicas (pagos digitales, open finance, corresponsalía), políticas climáticas y dinámicas territoriales de inclusión financiera. La selección de El Oro como ámbito territorial responde a su perfil productivo (agroexportación, comercio y servicios), a su importancia en la red de COAC del país y a la presencia documentada de tensiones entre inclusión y eficiencia en la provisión de servicios financieros.

	Las fuentes de información utilizadas son de carácter secundario y se agrupan en tres grandes bloques:

	a) Literatura académica y especializada sobre cooperativismo financiero, inclusión financiera territorial, transformación digital, finanzas verdes y riesgo climático.

	b) Informes y documentos técnicos de organismos nacionales e internacionales (Finnovista et al., 2022), que aportan datos sobre desempeño macroeconómico, evolución del ecosistema fintech, desempeño comparado de cooperativas y banca, y lineamientos de regulación prudencial y climática.

	c) Normativa, guías y estándares relacionados con gestión de riesgos, gobierno corporativo, IFRS 9, ciberseguridad, sostenibilidad y clasificación de finanzas verdes, que sirven de marco para la construcción de propuestas y la definición de indicadores.

	En términos de validez y confiabilidad, se procuró una triangulación de fuentes (literatura académica, reportes oficiales y experiencias comparadas) y una coherencia interna entre diagnóstico, identificación de brechas y propuestas de acción. Además, se cuidó que las recomendaciones sean consistentes con el marco regulatorio ecuatoriano vigente y con las capacidades típicas de las cooperativas según su segmento de tamaño.

	Entre las limitaciones del estudio, se reconoce que no se dispone de microdatos internos de cada COAC ni se aplicaron encuestas o entrevistas en profundidad, por lo que el análisis se apoya principalmente en información agregada y en fuentes secundarias. En consecuencia, la hoja de ruta y el mapeo de acciones deben entenderse como un insumo orientador y propositivo, que requiere ser contrastado y ajustado a la realidad operativa y estratégica de cada cooperativa en procesos posteriores de validación con actores del territorio.

	DESARROLLO

	La transformación digital se ha vuelto una condición necesaria para mantener vigente y relevante el modelo cooperativo. La evidencia reciente muestra que la adopción de canales digitales: banca móvil, originación en línea, medios de pago electrónicos y redes de corresponsales, mejora el desempeño social y financiero siempre que vaya acompañada de un rediseño de procesos y de un marco sólido de gobernanza del dato (Umba et al., 2024).

	En el contexto ecuatoriano, los estudios comparativos señalan que, durante los años de la pandemia, las cooperativas mostraron indicios de mayor eficiencia técnica relativa y resiliencia frente a la banca privada, lo que sugiere que el capital relacional y la cercanía territorial pueden convertirse en una forma de “eficiencia relacional” cuando se combinan con automatización y analítica de datos (Eraso et al., 2025).

	Las cooperativas de ahorro y crédito enfrentan tres brechas internas que, si no se atienden de manera articulada, terminan limitando su productividad, su capacidad de competir con actores nativos digitales y su potencial de sostener el impacto social. Estas brechas son: la modernización tecnológica acompañada de un sólido gobierno de datos y ciberseguridad; el desarrollo de capacidades organizacionales para llevar a cabo las transformaciones; y el fortalecimiento de la gobernanza y del sistema de control interno.

	En materia tecnológica, el paso del “sistema legado” a un negocio realmente digital resulta crucial. Muchas COAC siguen operando con cores bancarios antiguos que no permiten automatizar de punta a punta el ciclo de crédito (originación, aprobación, desembolso y cobranza), ni exponer servicios de manera segura a través de interfaces de programación de aplicaciones (APIs). Esto frena la escalabilidad, encarece las integraciones y retrasa la salida al mercado de nuevos productos. Migrar hacia arquitecturas modulares ,core en la nube, capa de integración o API gateway, middleware para orquestar procesos y un motor de reglas, facilita la simplificación, homogeneización y actualización continua de los procesos críticos.

	El gobierno de datos y la analítica son el otro pilar: la digitalización solo crea valor económico cuando la información es confiable, oportuna y fácil de explotar. Para ello se requieren, al menos, tres componentes: (a) un catálogo de datos con definiciones únicas y consistentes para las variables clave (mora, cobertura, productividad, Net Promoter Score (NPS)); (b) un esquema de calidad de datos con validaciones automáticas y trazabilidad; y (c) capacidades analíticas aplicadas tanto al ciclo de crédito (scoring híbrido, definición de límites y alertas tempranas) como a la cobranza (modelos de propensión de pago y ruteo inteligente) y a la gestión de la experiencia del socio (segmentación y recomendaciones tipo next-best-action). La automatización del ciclo de crédito cobra especial relevancia en el microcrédito para micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYME), donde el principal cuello de botella suele estar en la recopilación y verificación de documentos y en el análisis del flujo de caja. El uso de captura móvil de documentos, el uso de reconocimiento óptico de caracteres (Optical Character Recognition, OCR) con reglas de validación, cruces con listas negativas y verificación remota de identidad permite reducir tiempos de respuesta y errores. En la etapa de aprobación, un motor de reglas parametrizable ayuda a separar los casos automatizables de aquellos que requieren juicio experto, liberando tiempo del oficial para una mejor prospección y acompañamiento.

	En el ámbito de pagos e interoperabilidad, la expansión de billeteras electrónicas, códigos QR interoperables y corresponsales digitales desplaza operaciones desde la ventanilla hacia canales de menor costo. En áreas rurales, la instalación de puntos de venta (Point of Sale, POS) comunitarios y esquemas de cash-in/cash-out con horarios ampliados aumenta el uso del sistema y la satisfacción de las personas usuarias, siempre que haya soporte técnico oportuno y procesos de liquidación confiables. Esta expansión digital viene acompañada de mayores riesgos, por lo que la ciberseguridad y la continuidad operativa se vuelven esenciales. A medida que crece la huella digital, aumenta la exposición al riesgo operativo. Se requiere, por tanto, un marco de ciberseguridad acorde con el tamaño y la complejidad de la cooperativa: gestión robusta de identidades (incluida la autenticación multifactor (Multi-Factor Authentication, MFA)), segmentación de redes, pruebas de penetración periódicas, respaldos inmutables, un plan de recuperación ante desastres (Disaster Recovery Plan, DRP) probado en la práctica y capacitación continua a todo el personal, con simulaciones de phishing y protocolos claros de respuesta. La ciberhigiene pasa a ser inseparable del propio gobierno de datos.

	En cuanto a las capacidades, la transformación solo prospera cuando existen perfiles específicos y bien definidos. Se vuelven clave roles como product owners que combinen visión de negocio y tecnología, analistas de datos, un arquitecto de integración, especialistas en riesgo de crédito y un responsable de cobranza con enfoque analítico. En cooperativas pequeñas, estos perfiles pueden cubrirse mediante esquemas compartidos o servicios externos, pero lo fundamental es que las responsabilidades estén claras, como, por ejemplo, con matrices RACI (Responsible, Accountable, Consulted, Informed) y existan metas concretas. La gestión por procesos (Business Process Management, BPM) implica abandonar la lógica de tareas aisladas y organizar el trabajo como procesos integrales de principio a fin, lo que ayuda a detectar cuellos de botella y avanzar hacia la estandarización. Herramientas sencillas ,mapas AS-IS/TO-BE (situación actual y situación objetivo), diagramas Supplier–Input–Process–Output–Customer (SIPOC) y value stream mapping, permiten visualizar desperdicios, reprocesos y tiempos muertos. La consigna es automatizar lo que pueda estandarizarse y reservar el criterio profesional para los casos que realmente requieren análisis especializado.

	La formación y la evaluación del desempeño también requieren un ajuste. La capacitación tradicional debe complementarse con acompañamiento en el puesto y con tableros visibles de desempeño (productividad por oficial, tasa de conversión por canal, calidad de originación por cohorte). Un sistema de incentivos bien diseñado evita la “carrera por volumen” que deteriora la cartera, al incorporar metas ponderadas por calidad (PAR30, recupero) y satisfacción del socio. La gestión del cambio, por su parte, reconoce que el principal obstáculo suele ser la culturaorganizacional más que la tecnología. Es clave explicar con claridad el “para qué” de la transformación, seleccionar pilotos con resultados rápidos y visibles (por ejemplo, una línea de crédito y un par de agencias), crear una PMO ligera que priorice y haga seguimiento a las iniciativas, y sistematizar y escalar los aprendizajes. Modificar la forma de originar y cobrar no se logra solo con nuevos manuales: requiere acompañamiento cercano, retroalimentación constante y liderazgo activo en el día a día.

	En el plano del gobierno corporativo, la dirección estratégica, la gestión de riesgos y el control interno se vuelven pilares inseparables. La solidez del gobierno cooperativo descansa en la competencia técnica y la independencia de sus integrantes. La existencia de comités permanentes de Riesgos, Auditoría y Tecnología/Datos, con agendas formales y tableros trimestrales, permite pasar del discurso a la gestión efectiva. La evaluación anual del directorio y la capacitación continua ayudan a depurar prácticas y a prevenir la politización. El apetito de riesgo, además, no puede quedarse en un enunciado: debe reflejarse en límites operativos concretos (por producto, sector, territorio y monto) y en umbrales de alerta temprana, como el seguimiento del vintage de mora, la concentración de cartera o la exposición a riesgos climáticos. La implementación de modelos de pérdida esperada y pruebas de estrés realistas ordena el crecimiento y reduce la probabilidad de sobresaltos en fases de recesión o alta volatilidad.

	El control y la auditoría internos cumplen una función complementaria. Una auditoría interna basada en riesgos verifica el cumplimiento y la eficacia de los controles, mientras que la función de cumplimiento asegura el respeto de la normativa (Know Your Customer/Anti-Money Laundering, KYC/AML), protección del consumidor, confidencialidad de datos. Rotaciones periódicas y un seguimiento riguroso de los hallazgos, con responsables y plazos definidos, evitan que se conviertan en “hallazgos crónicos”. La transparencia y la rendición de cuentas se refuerzan cuando la cooperativa publica de forma clara sus indicadores sociales y financieros ,incluida una matriz de desempeño social y un registro de quejas con su resolución, así como la estructura de costos de los productos y los tiempos de respuesta. Ello fortalece la confianza de socios y reguladores y contribuye a alinear incentivos internos. En paralelo, la forma de gestionar el talento y el nivel de profesionalización de los directorios son determinantes para crecer sin deteriorar la calidad de cartera. La literatura sobre crédito solidario y responsabilidad social cooperativa destaca la necesidad de robustecer las políticas de riesgo, la auditoría interna y la transparencia, sustentadas en métricas sociales verificables (Carrera-Silva et al., 2024).

	En el frente de competencia digital, regulación y sostenibilidad financiera, el ecosistema fintech ha crecido de manera sostenida en América Latina, especialmente en pagos, crédito digital y finanzas embebidas. El estudio de IDB y Finnovista et al. (2022) muestra que esta expansión obliga a las COAC a acelerar su modernización, abrir APIs y mejorar continuamente la experiencia del socio, manteniendo al mismo tiempo su solvencia y su misión institucional. Los informes macroeconómicos del Banco Central del Ecuador (2024, 2025) describen un entorno de demanda interna débil y alta sensibilidad a los precios internacionales, lo que demanda políticas prudenciales activas, provisiones bajo el enfoque de pérdida esperada y pruebas de estrés aplicadas al crédito minorista.

	Los trabajos sobre inclusión financiera con enfoque territorial muestran que las cooperativas tienen, en general, una presencia más fuerte que la banca privada en zonas rezagadas, contribuyendo a cerrar brechas de acceso. Pero esta ventaja no se sostiene sola: depende de modelos operativos de bajo costo, pagos interoperables y alianzas con actores locales (Álvarez et al., 2023). Paralelamente, la transformación del sistema financiero en América Latina ,impulsada por la digitalización, el avance de las fintech y la actualización de los marcos regulatorios, está redefiniendo el espacio competitivo de las COAC. En este escenario, las cooperativas deben competir en experiencia del socio y eficiencia operativa frente a jugadores de gran escala tecnológica, preservar niveles adecuados de solvencia y liquidez en entornos volátiles y mantener su misión social mediante productos responsables y altos estándares de transparencia.

	La competencia digital ha desplazado a muchas instituciones financieras de los espacios que consideraban “naturales”. Las cooperativas de ahorro y crédito, tradicionalmente asociadas con cercanía y confianza, encaran hoy rivales sin sucursales físicas: fintech que ofrecen procesos casi sin fricción, respuestas en minutos y productos intensivos en uso de datos. La pregunta, entonces, ya no es si una cooperativa debe digitalizarse, sino cómo traducir su ventaja relacional en una experiencia capaz de competir de igual a igual con los estándares tecnológicos, sin renunciar a su esencia. La experiencia del socio empieza ahora cuando enciende el teléfono, verifica su identidad en pocos minutos y accede a un producto cuyo lenguaje comprende. Una cooperativa que quiera seguir siendo relevante no puede limitar su puerta de entrada a la ventanilla: necesita un onboarding sin fricciones y un servicio omnicanal que resuelva desde el primer contacto, combinando Customer Relationship Management (CRM), mensajería y atención humana donde el criterio profesional agrega valor (Eraso et al., 2025).

	La digitalización, sin embargo, no se decide solo en la interfaz visible, sino en la arquitectura que la sostiene. Disponer de un núcleo bancario ágil, capaz de conectarse con terceros por medio de APIs, marca la diferencia entre innovar al ritmo de las necesidades del socio o quedar atrapados en un “proyecto eterno”. Integrarse a un ecosistema de pagos, billeteras, soluciones antifraude y analítica no implica perder control, sino seleccionar alianzas que amplíen capacidades sin rehacer todo desde cero. Cuando la cooperativa actúa como plataforma, el comercio de barrio puede cobrar electrónicamente, el microempresario puede financiar su inventario con líneas de crédito dinámicas y la persona socia recibe respuestas sin deambular entre canales que no se hablan. La proximidad deja de medirse en metros y pasa a medirse en latencia y coherencia entre lo prometido y lo que el socio ve en su pantalla y en su vida diaria.

	Competir en este entorno exige prudencia. La rapidez en el despliegue no puede vaciar el rol esencial de una entidad financiera: gestionar el riesgo y proteger al cliente. En contextos macroeconómicos inestables, la sostenibilidad se preserva con un apetito de riesgo explícito, provisiones basadas en pérdida esperada y pruebas de estrés que recojan con realismo los choques sectoriales y territoriales. La regulación, lejos de ser un obstáculo, funciona como un ancla que impide que la innovación derive en imprudencia. Modelar la probabilidad de incumplimiento y la pérdida dada el incumplimiento, fijar límites por actividad y zona geográfica y someter la liquidez a escenarios adversos no es un ejercicio académico accesorio: es la forma responsable de crecer sin erosionar el capital financiero ni el reputacional. En la misma línea, la conducta de mercado ,contratos claros, información transparente sobre costos, canales eficaces de quejas, no es filantropía regulatoria, sino una apuesta estratégica. En un entorno saturado de ofertas opacas, la transparencia se convierte en un diferenciador tan potente como una buena app (Umba, Croquet, & Godfroid, 2024).

	La competencia por precio pone en primer plano una tensión clave: cómo ofrecer tasas competitivas sin destruir los márgenes. Una respuesta honesta combina dos elementos. Por un lado, reducir el costo de servir: cada operación que pasa de la ventanilla a un pago interoperable, cada solicitud que se evalúa con datos de calidad y reglas bien diseñadas, disminuye fricción y libera tiempo del personal para tareas de mayor valor, como la asesoría. Por otro lado, fijar precios acordes al riesgo y a la relación: premiar el buen historial de pago y el uso de canales digitales, incentivar el ahorro programado y construir trayectorias de confianza que permitan bajar la tasa sin elevar la mora. Cuando se ordena el costo operativo y se afina el pricing, la cooperativa deja de competir a ciegas y empieza a hacerlo con método, honrando su compromiso de crédito responsable.

	La estructura de fondeo cierra este triángulo. Depender de una sola fuente encarece y debilita la posición financiera; por el contrario, diversificar con depósitos de ahorro estables, líneas de segundo piso y recursos temáticos ligados a inclusión y sostenibilidad reduce la volatilidad y hace posible ofrecer productos en mejores condiciones. Una gestión de liquidez sólida, con políticas claras de vencimientos y límites a los descalces, es la otra cara de la misma moneda: un crecimiento digital que no cuente con fondeo adecuado termina generando cuellos de botella que, tarde o temprano, se traducen en racionamiento de crédito y pérdida de confianza.

	De manera simultánea, la integridad operativa se vuelve una cuestión de supervivencia. A medida que aumenta la superficie de exposición, los riesgos de phishing, cambio fraudulento de tarjeta SIM (SIM-swap) y fraudes en comercio electrónico dejan de ser hechos aislados para convertirse en probabilidades cada vez más altas. Un esquema de ciberseguridad alineado con el perfil de riesgo de la cooperativa ,autenticación reforzada, segmentación de redes, monitoreo en tiempo real y planes de continuidad probados, es coherente con la lógica cooperativa de proteger el ahorro de las personas socias y asegurar la continuidad del servicio. Un incidente grave puede deshacer en horas la confianza acumulada durante décadas, de modo que la inversión en ciberseguridad no se justifica solo por cumplir la norma, sino porque genera valor económico real: cada minuto de caída evitado y cada fraude frustrado cuidan el margen financiero y reducen el riesgo de litigios (Morán Molina et al., 2025).

	A todo ello se suma una dimensión ética que es también estratégica. Las cooperativas no pueden sacrificar su misión en nombre de la modernización. Diseñar productos que respeten la estacionalidad de los ingresos, ofrecer microseguros simples, facilitar pagos de bajo costo para el comercio de barrio y sostener programas de educación financiera orientados al cambio de conducta ,no solo al discurso, forman parte de una misma arquitectura. La inclusión no se valida por el número de descargas de una app, sino cuando una familia deja de perder un día entero en trámites, cuando un microempresario aprende a separar la caja del hogar y la del negocio, cuando una persona joven comprende el costo real de postergar una cuota. Esta ética de la claridad y del acompañamiento no compite con la eficiencia; la potencia. Reduce quejas, baja la mora temprana y afianza la lealtad. Competir en la era digital, cumplir con la regulación y cuidar la salud financiera no son objetivos excluyentes si se entienden como partes de un mismo engranaje: una experiencia del socio potenciada por tecnología y datos, una gestión prudente que convierte el crecimiento en algo sostenible y una misión que asume la transparencia y la educación financiera como rasgos identitarios, no decorativos. La cooperativa que logre articular estos elementos estará resolviendo la ecuación de su tiempo: crecer con propósito, guiada por datos y bajo reglas que protegen a quienes confían en ella su ahorro y su proyecto de vida.

	En lo relativo al riesgo climático y las finanzas verdes, se destaca que la exposición a eventos climáticos extremos afecta de manera directa las principales cadenas productivas de El Oro (banano, cacao y camarón). La evidencia reciente demuestra que el riesgo físico se traslada a la cartera de microcrédito y obliga a las instituciones financieras a incorporar políticas de gestión de riesgo climático, escenarios y productos verdes (Dorfleitner et al., 2025). Las COAC pueden desarrollar líneas de financiamiento verde orientadas a riego más eficiente, incorporación de energías renovables en procesos de agro procesamiento y prácticas productivas más resilientes al clima. A estas líneas se les pueden añadir incentivos en la tasa de interés vinculados a certificaciones ambientales y microseguros paramétricos que se activen ante eventos climáticos específicos. Combinados con asistencia técnica y acuerdos con gobiernos locales, estos instrumentos reducen la morosidad y fortalecen la capacidad de las unidades productivas para enfrentar choques y continuar operando.

	El cambio climático ha dejado de ser un tema periférico en la gestión financiera y hoy atraviesa toda la operación: impacta la originación del crédito, la organización de la cobranza, la fortaleza de las garantías y la propia estructura de fondeo de las cooperativas. En territorios con fuerte vocación agroexportadora y una densa red de comercio local, la variabilidad climática se traduce en ingresos inestables, mayores costos y activos productivos más vulnerables. En este contexto, la misión cooperativa ,basada en la cercanía y la sostenibilidad, solo puede sostenerse si el riesgo climático se integra explícitamente al apetito de riesgo, al diseño de productos y a la relación cotidiana con las personas socias.

	En cuanto a la traducción crediticia de estos riesgos, se distingue entre riesgos físicos y de transición. Los riesgos físicos ,agudos, como inundaciones o sequías, o crónicos, como el estrés hídrico y la degradación de suelos, se reflejan en el flujo de caja de los deudores y en la capacidad de recuperar las garantías. Un evento extremo puede destruir inventarios, impedir cosechas o interrumpir la logística; una tendencia crónica puede ir erosionando la productividad y obligar a realizar gastos de adaptación que tensionan el capital de trabajo. Al mismo tiempo, los riesgos de transición ,nuevas normas ambientales, estándares de trazabilidad más exigentes, cambios en las preferencias de los compradores, fuerzan reconversiones tecnológicas y condicionan el acceso a mercados. Dado que el crédito se basa en expectativas de ingresos futuros, cuando el clima hace esos ingresos más volátiles y el entorno regulatorio eleva los requisitos, la probabilidad de incumplimiento y la pérdida esperada aumentan. En microfinanzas, donde parte importante de la información es “blanda” (conocimiento del negocio, reputación, redes locales) y la resiliencia del emprendimiento familiar descansa en esos vínculos territoriales, estos efectos se perciben con aún mayor intensidad (Banco Central del Ecuador, 2024).

	Incorporar la dimensión climática al gobierno del riesgo implica pasar de la declaración al compromiso verificable. Un comité de riesgos que discute escenarios climáticos, fija límites por territorio y define políticas de exclusión deja rastro en actas y tableros; un directorio que revisa trimestralmente la exposición climática ,por sector, cantón o tipo de activo, convierte el tema en parte estable del ciclo de gestión. El apetito de riesgo climático no es un anexo “verde”, sino la forma concreta de establecer hasta dónde se acepta la concentración geográfica o sectorial y bajo qué mitigantes se otorga financiamiento. La coherencia entre discurso y práctica se evidencia cuando la política de crédito ajusta plazos, períodos de gracia o garantías según la severidad del riesgo en cada zona y actividad (Banco Central del Ecuador, 2025).

	La medición territorial del riesgo se vuelve una inversión altamente costo-efectiva. Superponer información climática y geográfica sobre la cartera permite identificar focos de exposición y su comportamiento frente a alertas estacionales. No siempre se trata de construir modelos complejos, sino de instalar hábitos: consultar pronósticos, adelantar campañas de cobranza preventiva, reprogramar visitas y priorizar reestructuraciones donde el impacto se anticipa como inevitable. En áreas rurales, un mapa operativo que vincula parroquias con tipos de amenaza predominante y ventanas de mayor severidad puede ser tan valioso como un manual de crédito bien elaborado. Cuando la organización incorpora esta lectura territorial, reduce el nivel de sorpresa y mejora sus tiempos de reacción.

	Para evitar ambigüedades, hablar de finanzas verdes exige una taxonomía interna clara, enfocada en mitigación y adaptación. Esta taxonomía define categorías, mínimos técnicos y la evidencia aceptable para demostrarlos. De este modo se previene el greenwashing y se aclaran cuestiones operativas como qué se considera eficiencia en el uso del agua, qué ahorro mínimo debe lograr una caldera o un sistema de riego, o qué certificación es suficiente para una práctica de manejo de suelos. Cuando las reglas de elegibilidad están bien definidas, la evaluación deja de depender del criterio discrecional, la originación se vuelve más fluida y la persona socia entiende mejor las condiciones. Además, la taxonomía posiciona a la cooperativa frente a fondeadores temáticos y ante marcos regulatorios cada vez más exigentes.

	El diseño de productos verdes es otro componente central, más que el adjetivo, lo importante es la ingeniería del producto. La Adaptación implica plazos coherentes con el retorno de la inversión, calendarios alineados con la estacionalidad y periodos de gracia que no asfixien el negocio cuando el clima ya lo ha presionado. La Mitigación supone reconocer que equipos y prácticas más sostenibles aportan valor residual y, en consecuencia, pueden traducirse en tasas más bajas o colaterales más flexibles. Las condiciones de precio deben premiar comportamientos verificables ,uso efectivo del activo, mantenimiento, certificaciones, y favorecer conductas que reduzcan la pérdida esperada. El seguro, paramétrico o basado en índices, deja de ser accesorio y se integra al ciclo crediticio tanto como un buen análisis de flujo.

	En términos de modelos y pruebas de estrés, la gestión moderna del riesgo necesita herramientas cuantitativas sin convertirlas en dogma. En carteras pequeñas, la aplicación de ajustes disciplinados ,por territorio, actividad y temporada, ya mejora provisiones y límites. En portafolios más amplios, la inclusión de variables climáticas en la estimación de probabilidad de incumplimiento o de pérdida dada el incumplimiento permite afinar la medición de la exposición y de su costo. Las pruebas de estrés, a su vez, son ejercicios de realismo: se trata de imaginar escenarios plausibles, estimar pérdidas y acordar planes de respuesta. Más que “acertar” el número, importa que la organización practique la conversación adecuada y asigne responsabilidades antes de que ocurra el choque.

	El fondeo temático se convierte en una palanca para la misión. El financiamiento verde no solo abarata el costo de los recursos; también ordena la gestión. Acceder a líneas climáticas o instrumentos vinculados a sostenibilidad obliga a definir indicadores, reportar impactos e implementar salvaguardas. La cooperativa gana reputación, fortalece su estructura de capital y, además, adopta metodologías más rigurosas para medir, verificar y rendir cuentas sobre lo que promete. Esta relación virtuosa con fondeadores temáticos tiende puentes entre la agenda de inclusión y la de adaptación y mitigación, y reduce la exposición a los ciclos de liquidez (Morán & Zambrano, 2024).

	Sin mecanismos de monitoreo, reporte y verificación (MRV), la etiqueta verde pierde contenido. Establecer procedimientos simples ,fotos georreferenciadas, documentación de instalaciones, verificaciones por muestreo, es suficiente para construir trazabilidad y proteger tanto a la cooperativa como a las personas socias de expectativas irreales. Las salvaguardas sociales y ambientales, lejos de ser una carga, preservan la reputación y reducen riesgos legales. Contar con políticas claras sobre exclusiones, protección al consumidor y tratamiento de datos personales refuerza la confianza, un activo intangible que en servicios financieros se traduce en permanencia y menor rotación. El riesgo climático, en definitiva, se gestiona en la rutina diaria: originación con controles climáticos y rutas de producto que reconozcan mitigantes, aprobación basada en motores de reglas que diferencian territorios y prácticas, desembolsos que verifican con criterio, seguimiento que monitorea alertas y orienta la cobranza y reportes que alimentan las decisiones de comités y directorios. Para ello hacen falta roles definidos ,responsable de producto verde, analista de riesgo climático, enlace de fondeo, y competencias básicas ,identificar elegibilidad, explicar incentivos, documentar evidencias, incorporadas al vocabulario organizacional. Lo verdaderamente “verde” es aquello que sigue vigente cuando la moda pasa.

	En la dimensión de equidad territorial y educación financiera, se plantea que la equidad no es un complemento filantrópico, sino condición para que la intermediación cumpla su promesa de desarrollo en contextos donde la geografía ha sido un factor silencioso de exclusión. En provincias con alta desigualdad entre cabeceras urbanas y cantones periféricos, el acceso a crédito, ahorro y pagos actúa como un multiplicador de oportunidades desigual. Allí donde la banca comercial reduce su huella por rentabilidad, las cooperativas enfrentan una disyuntiva: replicar el sesgo del mercado o apoyarse en su proximidad y crear modelos de atención que abaraten la distancia, lo que exige método, métricas y comprensión de las fricciones cotidianas.

	La primera barrera es territorial, pero no solo en términos geográficos. La distancia se expresa en tiempo perdido, costos de transporte, incertidumbre sobre horarios y trámites que dan por sentadas una conectividad y una alfabetización digital que muchas veces no existen. La equidad territorial empieza cuando la cooperativa reconoce esas fricciones y adapta su presencia: corresponsales comunitarios, puntos móviles, horarios ampliados, pagos interoperables y procesos de originación que puedan completarse desde el teléfono sin perder rigor en el análisis de riesgo. No se trata de romantizar la cercanía ,que puede volverse costosa e ineficiente si no se gestiona con datos, sino de ordenarla a partir de indicadores como costo por transacción por territorio, productividad por punto de servicio y rediseño de la huella física y digital con criterios de impacto y sostenibilidad (Morán Molina et al., 2025).

	La sola presencia, sin embargo, no asegura inclusión. En contextos con base productiva frágil e ingresos volátiles, el crédito sin desarrollo de capacidades es una antesala del sobreendeudamiento. Por eso la equidad territorial y la educación financiera son inseparables. La educación no puede quedarse en talleres aislados o cartillas genéricas: debe integrarse al ciclo de relación con la persona socia y situarse en los espacios reales de producción y comercio ,mercados, ferias, talleres barriales, para acompañar decisiones concretas (separar caja del hogar y del negocio, costear inventario, evitar choques entre calendario de pagos y estacionalidad de ventas, usar pagos digitales sin perder control del efectivo). Cuando ese diálogo es respetuoso, basado en evidencia y apoyado en herramientas sencillas, la mora temprana cae y la lealtad aumenta; cuando se sustituye por mensajes paternalistas, disminuye la credibilidad de la institución y la paciencia de la persona socia (Segovia-Vargas et al., 2023).

	La mirada territorial también obliga a revisar el lenguaje. En comunidades donde la confianza se construye localmente y la reputación circula de boca en boca, la claridad sobre tarifas, plazos y consecuencias del incumplimiento vale más que muchas campañas de marketing. Las cooperativas que explican sus productos sin jerga, que hacen visibles sus tiempos de respuesta y que asumen públicamente sus errores construyen una autoridad moral difícil de replicar por una aplicación. Esa transparencia se convierte en ventaja competitiva en un entorno plagado de ofertas opacas. Una educación financiera genuina protege tanto a la persona socia como a la cooperativa, reduce el espacio para prácticas abusivas, refuerza la marca y orienta los incentivos hacia relaciones de largo plazo.

	La equidad territorial debe analizarse también a escala de portafolio: proporción de cartera en cantones periféricos, exposición de cada zona a choques climáticos o laborales, variación de la productividad por empleado según territorio y tipo de inversión necesaria para cerrar brechas. Esta lectura obliga a dejar atrás el trato homogéneo de realidades desiguales. Allí donde los costos son más altos y la incertidumbre mayor, los productos deben incorporar amortiguadores ,gracias estacionales, microseguros, calendarios flexibles, y la evaluación considerar mitigantes no colaterales como trayectoria del negocio, capital social, disciplina de ahorro y estabilidad de proveedores. La equidad territorial entendida así no implica subsidio, sino una calibración inteligente del riesgo para que la solvencia no sea un privilegio urbano (Morán Molina et al., 2025).

	La educación financiera gana potencia cuando se apoya en la economía del comportamiento y en los datos de la propia cooperativa: metas de ahorro programado visibles en la app, recordatorios antes del vencimiento, “empujones” que sugieren abonos parciales en semanas de mayor liquidez, simuladores que muestran el costo real de diferir cuotas e historias de pares que normalizan la planificación y el uso de pagos electrónicos. Estos micro-diseños corrigen sesgos previsibles ,miopía temporal, resistencia a registrar gastos, exceso de optimismo sobre ventas futuras, y convierten la educación en una arquitectura silenciosa de buenas decisiones. Nada de esto es posible sin capacidad institucional. La prueba real de la equidad territorial y de la educación financiera se observa en cómo se asignan recursos y se diseñan incentivos. Si las agencias y oficiales son evaluados solo por volumen, la periferia siempre será la primera relegada; si la educación financiera se mide por número de talleres en lugar de cambios de comportamiento, se volverá una formalidad. Las cooperativas que toman en serio esta agenda invierten en datos desagregados por territorio, en fortalecer a su personal de primera línea, en alianzas con gobiernos locales y organizaciones comunitarias y en esquemas de gobernanza que exigen resultados, no solo reportes de actividades.

	En última instancia, equidad territorial y educación financiera forman parte de una estrategia de dignidad económica: pagar menos por transaccionar, no perder un día entero en trámites, entender el contrato que se firma, contar con productos acordes a la estacionalidad del trabajo y a la forma en que circula el dinero en el barrio. Cuando la cooperativa encarna esa dignidad en cada interacción ,digital o presencial, transforma su promesa en confianza y la confianza en sostenibilidad. Porque la equidad no es caridad y la educación no es propaganda: son tecnologías sociales que permiten que crédito y ahorro cumplan, al fin, su función de igualar oportunidades allí donde geografía e historia las han desequilibrado (Morán & Burgo, 2024). El rol inclusivo de las cooperativas se vuelve más evidente allí donde la banca comercial reduce su huella física. Programas de educación financiera con enfoque conductual, combinados con canales digitales sencillos y corresponsales comunitarios, aumentan el uso efectivo de los productos y mejoran la retención de socios jóvenes, que serán quienes definan la sostenibilidad del modelo en los años por venir.

	Finalmente, el fortalecimiento de capacidades empresariales en micro y pequeñas unidades ,gestión de flujo de caja, costeo, manejo de inventarios, uso de pagos digitales, multiplica el impacto de cada dólar de crédito sobre las ventas y el empleo locales. En este marco se propone un mapa de acciones por segmento de cooperativas de ahorro y crédito que ordena las intervenciones prioritarias según el nivel de desarrollo institucional, y una hoja de ruta gradual y realista para el período 2026–2030.

	CONCLUSIONES

	La evidencia y el análisis presentados muestran que las cooperativas de ahorro y crédito en la provincia de El Oro pueden transformar el actual escenario de presión competitiva y riesgo creciente en una oportunidad de fortalecimiento institucional. La clave está en lograr que la tecnología, las capacidades internas y la prudencia regulatoria funcionen como un solo sistema, orientado tanto a la persona socia como al territorio donde vive y produce. Cuando la modernización del core bancario y la apertura de APIs se combinan con un buen gobierno de datos y con automatización inteligente, los tiempos de respuesta se acortan, el costo por transacción baja y la calidad de la originación mejora, sin desplazar el criterio profesional allí donde sigue siendo necesario. Del mismo modo, cuando los comités de riesgos, auditoría y tecnología trabajan con métricas claras y límites bien definidos, el crecimiento deja de depender de impulsos coyunturales y pasa a regirse por el apetito de riesgo y por los resultados de las pruebas de estrés.

	El giro climático ,sustentado en una taxonomía clara, el uso de cartografía de riesgos y el diseño de productos de adaptación y mitigación, no solo ordena el discurso institucional, sino que ayuda a reducir la pérdida esperada y a acceder a fondeo temático en mejores condiciones. Por su parte, la equidad territorial, cuando se mide y se gestiona de forma deliberada, corrige los sesgos geográficos de acceso y transforma la inclusión en una ventaja competitiva, apoyada en operaciones de bajo costo y en programas de educación financiera realmente relevantes. El resultado se ve en una mejor experiencia para la persona socia, en carteras más sólidas y en reputaciones capaces de resistir los ciclos económicos.

	La hoja de ruta 2026–2030 y el mapeo por segmentos plantean un camino alcanzable: empezar por lo básico ,datos confiables, procesos integrados de punta a punta, pilotos de originación digital y esquemas de pagos interoperables, afianzar la gobernanza y la ciberseguridad, y luego escalar utilizando indicadores de productividad, riesgo y satisfacción como brújula. No se trata de sumar tecnología por moda ni de copiar recetas ajenas, sino de alinear inversión, capacidades y propósito para generar valor económico y social de manera sostenida.

	En suma, las COAC de El Oro tienen espacio para crecer con propósito, eficiencia y resiliencia sin perder su identidad cooperativa. Su proximidad ,que hoy se expresa en baja latencia, transparencia y soluciones ajustadas a la realidad de los socios, sigue siendo la ventaja comparativa que ninguna plataforma digital puede replicar del todo. Transformar esa fortaleza relacional en resultados comprobables será el verdadero criterio de éxito en la próxima década.
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